En la ciudad de Mar del Plata, a los 4 días del mes de febrero del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-1612-AZ1 “PUENTES ROBERTO GUSTAVO c. CONSORCIO CENTRO DE LA PCIA. DE BS. AS. s. ANULACION DE RESCISIÓN CONTRACTUAL”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Mora y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial de Azul dictó resolución declarando la inadmisibilidad de la pretensión articulada por el Sr. Roberto Gustavo Puentes direccionada a obtener la nulidad del acto por el cual se dispuso la rescisión del contrato de locación de servicios que lo vinculaba con el Consorcio Centro de la Provincia de Buenos Aires (COCEBA).

II. El accionante interpuso recurso de apelación contra dicho pronunciamiento (v. fs. 83/85), el que fue concedido por el a quo (v. fs. 86/87).

III. Declarada la admisibilidad formal del recurso (v. fs. 96/97) y puestos los autos al Acuerdo para sentencia, corresponde plantear la siguiente:

CUESTION
¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto por el actor?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I.1. A fs. 60/62 el Titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial de Azul dictó resolución declarando la inadmisibilidad de la pretensión articulada por Roberto Gustavo Puentes por la que perseguía obtener la nulidad del acto que dispuso la rescisión del contrato de locación de servicios que lo vinculaba con el Consorcio Centro de la Provincia de Buenos Aires (CO.CE.BA.).

Luego de efectuar el análisis del alcance que cabía –en su visión- asignársele a la cláusula novena del contrato que ligaba a las partes y fijaba la competencia del fuero Civil y Comercial para ventilar las cuestiones que de él se derivaran, se adentró –en los términos del artículo 31 del C.P.C.A.- al examen de los recaudos de admisibilidad de la pretensión.

Sin desconocer los efectos derivados de los principios procesales del “formalismo moderado” y “pro actione”, adujo que del cotejo de la fecha en que se le notificó al actor la rescisión contractual por la autoridad jerárquica superior –diciembre de 2007- [que tal lo que afirmó, no fue impugnado en sede administrativa] y el momento en que se interpuso la demanda -19 de septiembre de 2008- se advertía de “modo incontrastable” que había operado el vencimiento del término de caducidad previsto en el artículo 18 del Código ritual.

Por último, y al pronunciarse con fecha 1/09/2009 respecto del recurso de revocatoria con apelación en subsidio obrante a fs. 83/85, indicó que la circunstancia de haber el actor impugnado el acto de rescisión contractual con fecha 28/12/2007 no impedía concluir que al momento de interponer la acción contencioso administrativa habían operado los plazos de caducidad, en tanto, no solamente el remedio administrativo se había interpuesto ante una persona jurídica incompetente, sino que el Decreto N° 269/08 por el que se desestima la presentación practicada ante la Municipalidad de Olavarría le había sido notificado al accionante con fecha 18/03/09, por lo que partiendo de tal hito temporal, al interponerse la demanda se encontraba vencido el plazo de 90 días para efectivizar la impugnación judicial.

Tampoco modifican los efectos del vencimiento del plazo de caducidad –adujo- las cartas documentos remitidas por el actor a los Sres. Intendentes de los Partidos de Daireaux, Laprida y Azul y al Director del INSSJP Sucursal 20. Ello así, en razón de haber sido remitidas a personas jurídicas distintas a la que dispuso la rescisión contractual.

En cuanto a la carta documento remitida a los “integrantes y Comité Ejecutivo del CO.CE.BA.” -por la cual se intima el resarcimiento de los daños causados por la rescisión contractual- indicó que con fecha 17/03/2008 el organismo estatal notificó al accionante la respuesta al planteo intentado y que, contabilizando el plazo regulado en el artículo 18 del C.P.C.A. desde tal momento, también se encontraba vencido el plazo de 90 días para efectivizar la impugnación judicial al momento de interponer la demanda.

2. En el escrito recursivo, el apelante se agravia del contenido del fallo solicitando se lo revoque en todos sus términos.

Afirma que el a quo parte de una premisa errada al postular que el acto por el cual se notifica la rescisión del contrato celebrado con el CO.CE.BA no fue impugnado en sede administrativa.

Indica que con las probanzas agregadas al proceso se ha acreditado “… una clara interrupción del plazo de caducidad…”, identificando a tal fin “… 1) escrito “plantea recurso”, tarjeta de entrada con identificación del Expte. Letra “P” N° 584/2007 y Recibo Nro. 2942 de fecha 28/12/2007 por $ 15 abonados en concepto de sellados[s] adjuntos, Decreto Nro. 269 de fecha 13/3/2008 expedido por el Ejecutivo de la Municipalidad de Olavarría en Expte. N° 5871/P/07, Cédula de notificación de fecha 18/3/2008 de la citada resolución, 2) Carta Documente Nro. 918307635 de fecha 13/3/2008 COCEBA, recibida el 14/3/2008, 3) Carta documento de COCEBA de fecha 17/3/2008 rechazando la petición y remitiendo a decisión del Expte. N° 5871/P/07, 4) Recibo de pago de CD 156/160/173/142 enviadas el 31/03/2008 por Correo Argentino, 5) Cartas Documentos Nros. 156/160/173 y 142, enviadas a los integrantes de COCEBA con lo cuatro acuses de recepción…”.

Aduce que luego de agotar la vía administrativa, inició las actuaciones caratuladas “Puentes Roberto Gustavo c/ COCEBA s/ Prueba Anticipada” por ante el Juzgado a cargo del sentenciante, actuación que –tal lo que afirma- “… interrumpió también la caducidad de la acción…”.

Por ello, estima que el a quo debió, en lugar de presumir la supuesta inexistencia de la impugnación del acto que dispuso la rescisión contractual, conferirle el plazo previsto en el artículo 31 inc. 3°) del C.P.C.A. para efectuar las “aclaraciones documentales” necesarias para patentizar la admisibilidad de la acción que –según su visión- surgiría de manera indubitable de la documentación adjuntada en la oportunidad de interponer el recurso de apelación y que supra se reseñara.

II. El recurso no puede prosperar.

1. Tal lo que se desprende del relato precedente, la cuestión a discernir se centra en determinar si han operado respecto de la acción contencioso administrativa impetrada por el actor en los términos del artículo 12 inc. 1° del C.P.C.A. –por la cual se persigue la declaración judicial de nulidad del acto por cuyo conducto el Consorcio Centro de la Provincia de Buenos Aires (COCEBA) dispuso la rescisión del contrato de locación de servicios que vinculaba al accionante con el ente demandado- los efectos del plazo de caducidad regulado en el artículo 18 del C.P.C.A. o si, en su defecto, cabría reputar la temporalidad de la impugnación practicada.

En tal tarea, corresponde recordar que la Suprema Corte Provincial ha señalado que el plazo establecido para demandar por acción contencioso administrativa es de caducidad y por lo tanto fatal e improrrogable (cfr. doct. causas B. 50.038 “Joao”, sent. de 10-VI-1997; B. 59.319 “Gutierrez Mazeo”, sent. de 1-III-2006; B. 53.499 “L., R. P.”, sent. de 27-III-2008).

El art. 18 del C.P.C.A. establece que “La pretensión de anulación … deberá promoverse dentro del plazo perentorio de noventa (90) días”, determinando el legislador el punto de partida del cómputo según fuere la naturaleza y particularidades de la pretensión esgrimida (cfr. doct. esta Cámara causa G-693-BB1 “Y.P.F.”, sent. de 13-XI-2008).

Así, en lo que aquí interesa, en el inciso a) del mentado artículo 18 del C.P.C.A. se establece que si se pretendiere la anulación de un acto administrativo de alcance particular, el plazo se computará a partir de la notificación al interesado del acto definitivo y que agota la vía administrativa.

2. En tal contexto, advierto que la fecha de promoción de la demanda data del día 19-09-2008 [v. fs. 36 vta.] y que el acto administrativo que se impugna en los términos del art. 12 inc. 1° del C.P.C.A. fue notificado al accionante con fecha 14-12-2007 [v. fs. 26] circunstancia que permite, en una primera aproximación a la cuestión, advertir –tal como lo hiciera el a quo- la extemporaneidad de la pretensión y consecuente operatividad del plazo de caducidad regulado en el art. 18 del C.P.C.A.

a. No modifica la precedente conclusión las razones que esgrime el apelante en cuanto a que el dies aquo para computar el plazo de caducidad debió fijarse el día 18-03-2008 por resultar ese el momento en que se le notificara el Decreto N° 269/08 que desestimaba el recurso administrativo por el cual se impugnaba la rescisión contractual dispuesta por el ente estatal.

Es que, si bien es cierto que el accionante interpuso recurso de revocatoria contra el acto dictado por el Consorcio demandado con fecha 28-12-2008 [v. fs. 65/68], no lo es menos que no cabe atribuir a tal actividad recursiva entidad para proyectar sus efectos sobre el desenvolvimiento de los plazos de caducidad.

Es que -como bien se desprende del Decreto N° 269/08 glosado a fs. 70- el recurso de revocatoria articulado por el accionante fue interpuesto ante la Municipalidad de Olavarría y no ante el ente estatal del que emanó el acto de rescisión contractual [CO.CE.BA.], circunstancia ésta que originó que se calificara a la actividad recursiva como improcedente en razón de la falta de legitimación pasiva de la persona pública por ante quien se ventilara la impugnación en los términos del artículo 86, 89 y ccdtes. de la Ord. Gral. N° 267/80.

Por ello, y en atención a la invariable jurisprudencia de la Suprema Corte Provincial de la que se desprende que la interposición de recursos improcedentes, aunque fueran sustanciados por la autoridad administrativa, carece de virtualidad para impedir el curso de los plazos de caducidad para impetrar la acción impugnativa (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 49.694 “De Virgilio de Arrébolo”, res. de 25-II-1986; B. 50.611 “Conobras S.A.”, res. de 17-III-1987; B. 54.931 “Lizarraga”, res. de 6-IV-1993; B. 55.114 “Moreno”, sent. de 18-II-1997; B. 57.350 “Cisterna”, res. de 11-II-1997; B. 57.015 “Freschi de Hours”, sent. de 22-XII-1998; B. 59.541 “Beroiz”, sent. de 20-VIII-2003; B. 62.975 “Rafeca”, res. de 8-IX-2004; B. 61.850 “Telefónica de Argentina S.A.”, sent. de 7-III-2007), tal término deberá computarse a partir de la notificación del acto administrativo que dispuso la extinción de la locación de servicios, a saber, el 14-12-2007.

b. Tampoco merece acogida el agravio que propone el apelante y que se vincula al proceso caratulado “Puentes Roberto Gustavo c/ Consorcio Centro de la Provincia de Buenos Aires (CO.CE.BA.) s/ Prueba Anticipada” que tramitara ante el magistrado de la instancia –acorallado a las presentes actuaciones-.

Para así sostenerlo, estimo necesario precisar que las medidas preliminares [aplicables a este proceso por conducto del art. 77 inc. 1° del C.P.C.A. (cfr. doct. esta Cámara causa R-1189-MP1 “Rodríguez”, sent. de 18-VI-2009)] engloban dos categorías procesales que difieren en cuanto a su objeto; por un lado las medidas preparatorias del juicio a promover –art. 323 del C.P.C.C.- y por otro la producción anticipada de prueba –art. 326 del C.P.C.C.-; por las primeras se pretende obtener algún dato indispensable para el correcto planteamiento de la demanda, y por las otras el aseguramiento de ciertos elementos probatorios cuya producción en la etapa legal pertinente pudiere resultar dificultosa o imposible (cfr. doct. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial de San Martín, Sala I in re “Grupo República S.A.”, sent. de 10-09-2004; Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial de Mar del Plata, Sala I in re “Ferrero”, res. de 3-05-2005; in re “Lisondo”, res. de 21-08-2007).

En la especie, el accionante le atribuye al pedimento de prueba anticipada incoado con fecha 6-06-2008 [v. fs. 51 bis vta. del expediente “Puentes Roberto Gustavo c/ Consorcio Centro de la Provincia de Buenos Aires (CO.CE.BA.) s/ Prueba Anticipada”] el efecto de haber impedido la operatividad del plazo de caducidad.

No comparto tal apreciación.

Si bien es cierto que la promoción de una medida de prueba anticipada constituye un típico acto interruptivo de la prescripción en los términos del artículo 3986 del Código Civil (cfr. doct. Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Dpto. Judicial La Plata, Sala III in re “Leskiw”, sent. de 28-05-1991) en tanto importa la manifestación de voluntad enderezada a la defensa del derecho mediante una expresa petición judicial (cfr. doct. Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Dpto. Judicial La Plata, Sala I in re “Alé”, sent. de 21-11-2006), no lo es menos que idéntico efecto –esto es la interrupción- no cabe predicarse respecto de los plazos de caducidad regulados en el artículo 18 del C.P.C.A. a los que se encuentra supeditado el ejercicio de la pretensión anulatoria de un acto administrativo.

Es que la caducidad, aunque pueda guardar algún rasgo común con el instituto de la prescripción, es esencialmente distinta, ya que es un modo de extinción de ciertos derechos en razón de la omisión de su ejercicio durante el plazo prefijado por la ley. De tal manera, no se encuentra sujeta a interrupción ni a suspensión pues se aplica a pretensiones para cuyo ejercicio se señala un término preciso, por lo que nacen originariamente con esa limitación de tiempo en virtud de la cual no se pueden hacer valer una vez transcurrido el plazo respectivo (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 311:2646; S.C.B.A. causa B. 59.319 “Gutierrez Mazeo”, op. cit.).

Mal entonces puede el actor aseverar que la petición de producción de prueba anticipada, promovida en los términos del art. 326 del C.P.C.C. con antelación a la promoción de la acción contencioso administrativa de naturaleza impugnativa, pudiera proyectar sus efectos sobre el mentado plazo de caducidad. Admitir tal postulación importaría –de un lado- desvirtuar el propósito perseguido por el legislador al fijar los plazos de caducidad [esto es, dar estabilidad al acto administrativo evitando dejarlos expuestos indefinidamente a pretensiones de anulación (argto. doct. esta Cámara causas R-513-DO1 “Berbel”, sent. de 12-V-2009; R-1086-DO1 “Rosello”, sent. de 6-X-2009)], y -del otro- desconocer aquellas notas propias de esta prerrogativa procesal de la Administración y de las que se desprende el carácter de “insusceptible de interrupción o suspensión”.

Adviértase que la lectura que pregono de la aplicación al proceso contencioso administrativo del instituto de las diligencias prelimares reguladas en el Libro II, Título I, Capítulo II del Código de Procedimientos Civil y Comercial no lo es sino, desde el mirador de la expresa previsión que, contenida en el artículo 77 del C.P.C.A., supedita la aplicación supletoria de las normas del C.P.C.C. en tanto resulten compatibles con el rito procesal contencioso administrativo.

De tal modo, amalgamando la aplicación del instituto de las diligencias preliminares reguladas en los artículos 323 y ss. del C.P.C.C. al proceso contencioso administrativo, ningún obstáculo existiría a la posibilidad de su promoción con antelación a la interposición de la pretensión contencioso administrativa sujeta a plazos de caducidad. Empero, bien vale precisar que de ser ello así, el interesado deberá interponer la mentada acción contencioso administrativa dentro de los plazos de caducidad. Lo contrario importaría reconocer a quien pretendiera demandar a la Administración la posibilidad de burlar la mentada prerrogativa procesal desnaturalizando, de un lado, la ya indicada finalidad atribuida por el legislador -estabilidad al acto administrativo- y del otro, la imposibilidad de interrumpir o suspender el curso de los plazos de caducidad.

En suma, considero que no corresponde asignar al pedido de prueba anticipada articulada en los autos caratulados “Puentes Roberto Gustavo c/ Consorcio Centro de la Provincia de Buenos Aires (CO.CE.BA.) s/ Prueba Anticipada” entidad alguna para proyectar sus efectos sobre el plazo de caducidad al que se encontraba supeditada la impugnación del acto administrativo impugnado en el sub examine.

Por ello, resulta acertado fijar como dies aquo para computar el plazo para articular la impugnación judicial del acto rescisorio del contrato de locación de servicios el día 14-12-2007 y en consecuencia, corresponde reputar operado el término de caducidad al momento de articular, con fecha 19-09-2008, la pretensión contencioso administrativa en los términos del art. 12 inciso 1° del C.P.C.A.

c. Para más, y brindando adecuada respuesta a la totalidad de las argumentaciones desarrolladas por el accionante con el objeto de trocar la declaración de inadmisibilidad de la pretensión que formulara el a quo en la oportunidad del artículo 31 del C.P.C.A., estimo necesario resaltar que las cartas documento glosadas a fs. 73, 75, 77 y 79 -y que el actor cursara con fecha 31-03-2008 a los Intendentes de la Municipalidad de Daireaux, de Laprida y de Azul y al Director de la Sucursal N° 20 del INSSJP- portan idéntico defecto que el recurso de revocatoria que interpusiera el reclamante ante la Municipalidad de Olavarría y que, en definitiva, veda toda posibilidad de que tales misivas –formalmente defectuosas para calificarlas como válidamente impugnativas del acto administrativo dictado por el ente estatal- pudieran de algún modo repercutir sobre el normal desarrollo de los plazos de caducidad que, fijados en noventa (90) días hábiles, comenzaron a correr el día 14 de diciembre de 2007.

Ello con el agravante que las citadas cartas documento –a los que el accionante pretende asignarles el carácter de recurso administrativo- fueron despachadas con fecha 31-03-2008, lo que no permite sino, además, calificarlas como extemporáneas a la luz del plazo de 10 días con que contaba el accionante para impugnar en sede administrativa –en los términos del art. 89 de la Ordenanza Gral. 267/80- el acto que se le notificara el día 14-12-2007.

d. Idéntica conclusión cabe profesar respecto de la carta documento –v. fs. 81- dirigida al Consorcio Centro de Buenos Aires (CO.CE.BA.) y cuya respuesta se encuentra glosada a fs. 82, pues, si bien es cierto que en este caso la impugnación aparece efectivizada ante el ente estatal emisor del acto administrativo que dispuso la extinción de la locación de servicios, no lo es menos que el libramiento de la misiva –a la que el accionante pretende asignarle el carácter de recurso administrativo- se practicó con fecha 13-03-2008, esto es fuera de los términos regulados en el artículo 89 de la Ordenanza General N° 267/80.

Por ello, y siguiendo aquella línea argumental que sostiene que la interposición fuera de término de los recursos ante la autoridad de la que emanó el acto impugnado hace que éste adquiera firmeza en la esfera que le es propia y, por tanto, resulte irrevisable ante la jurisdicción (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 56.418 “Distribuidora Química S.A.”, sent. de 8-IX-1998; B. 57.809 “Lacassagne”, sent. de 29-XI-2000; B. 60.163 “Máxima S.A. A.F.J.P.”, sent. de 10-IX-2003; esta Cámara causa G-1096-MP1 “Consorcio de Copropietarios Edificio Diana Bolivar 1243/47, sent. de 26-V-2009), no puedo sino descartar que la misiva dirigida al CO.CE.BA. con fecha 13-03-2008 pudiera de alguna manera proyectarse sobre un plazo de caducidad que, ante la firmeza del acto administrativo notificado al actor con fecha 14-12-2007, comenzó [con sus notas de fatal, improrrogable e insusceptible de interrupción y suspensión (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 59.319 “Gutierrez Mazeo”, op. cit.)] a transcurrir a partir de tal momento.

III. Por todo lo expuesto y teniendo en cuenta que el Código Procesal Contencioso Administrativo expresamente prevé que la pretensión debe ser declarada inadmisible cuando el incumplimiento de alguno de los requisitos a los que se halla sujeta no puede subsanarse, como ocurre cuando el plazo de caducidad ha vencido [arts. 18 y 31 inc. 3° in fine ley 12.008 –textos según ley 13.101], propongo al Acuerdo desestimar el recurso de apelación interpuesto por el actor, confirmando la resolución dictada e imponiendo las costas de esta alzada en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

Voto en consecuencia por la negativa.

Los señores Jueces doctor Mora y doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, votan a la cuestión planteada por la negativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación interpuesto por Roberto Gustavo Puentes, confirmando –en consecuencia- el pronunciamiento de grado en cuanto declara la inadmisibilidad de la pretensión (arts. 12 inc. 1°, 18, 31 inc. 3° y ccdtes. del C.P.C.A.). Costas de esta instancia en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

2. Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 Decreto Ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen. FDO. ADRIANA MABEL SARDO – ROBERTO DANIEL MORA – ELIO HORACIO RICCITELLI. María gabriela Ruffa, Secretaria.

